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Objetivos:
1. Conocer y manejar normativa vinculada a la solución de conflictos.
2. Comprender que no todas las normas regulan la conflictividad social.
3. Analizar de manera crítica las normas, identificado vacíos, deficiencias aplicativas, entre otras.
4. Discernir entre las ventajas y desventajas que brindan los distintos mecanismos de solución de conflic-
tos sociales: en especial, la normativa y las destrezas sociales.
5. Presentar su propia propuesta grupal de norma en materia de solución de conflictos sociales.

Tema 1: Análisis del contenido de las diferentes normas en materia de solución de con-
flictos sociales:
1. Tratados Internacionales, especialmente el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), así como la Ley del Derecho a la Consulta Previa a los Pueblos Indígenas u Originarios reconocido 
en el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo.
2. Los documentos de política y convenios de organismos internacionales aplicables a los proyectos priva-
dos.
3. Las políticas nacionales.
4. Leyes, Decretos, Reglamentos y procesos para la Dación de Leyes.
5. Normatividad Medioambiental: Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente.
6. Notas finales y reflexión.

Tema 2: Solución de conflictos sociales:
7. La normativa actual en materia de solución de conflictos sociales directamente vinculada a tu trabajo.
8. Los mecanismos idóneos.

Tema 3: Recapitulación del Módulo y Balance General:
9. Breve recapitulación de los contenidos del Módulo y Balance General de las Competencias adquiridas.

Ejercicios aplicativos:
Ejercicio 1: Utilizando el foro para debatir con tus compañeros sobre un tema propuesto por el profesor.
Ejercicio 2: Utilizando el Chat virtual con el profesor y tus demás compañeros. 
Ejercicio 3: Presentando una propuesta grupal de norma en materia de prevención y transformación po-
sitiva de conflictos sociales, sustitutoria a la propuesta de ley del Profesor que se consigna como lectura 
complementaria.
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Bibliografía obligatoria:
Se utilizarán en los trabajos y en el examen final

•	 SERVINDI. Interculturalidad: Desafío y Proceso en Construcción, Manual de Capacitación, 2005. 
Capítulo 5: Interculturalidad y Legislación (Internacional, Nacional y de Pueblos Indígenas; pgs.) 
Versión digital en PVC Plataforma Virtual Continental.

•	 MIRANDA AROSEMENA, Guillermo. Proyecto De Ley General De Institucionalización De Las Relacio-
nes Ciudadanas Con El Sector Público. Nuestra propuesta para institucionalizar el diálogo.

Bibliografía complementaria:

•	 MIRADA AROSEMENA, Guillermo. Proyecto de Texto Sustitutorio a la Ley Marco Del Derecho a la 
Consulta de los Pueblos Indígenas y los Pueblos Tribales.
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2.1. Tratados Internacionales, especialmente el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), así como la Ley del De-
recho a la Consulta Previa de los Pueblos Indígenas u Originarios.

En ésta unidad vamos a ofrecer un enfoque práctico y concreto de las normas que han revestido mayor 
trascendencia en los últimos años en materia de conflictos sociales. Resultaría innecesario intentar abor-
dar todas y cada una de estas normas, por lo que nos centraremos en las que consideramos más impor-
tantes y las abordaremos con mayor profundidad.

La primera norma que analizaremos es el Convenio Nº 169 de la OIT. Esta es una norma de alcance inter-
nacional que adquirió vital importancia en este último año, a raíz de la presentación del proyecto de Ley 
del Derecho a la consulta a los pueblos nativos que se promulgó, precisamente, a la luz de dicho Convenio 
169. Para lograr una aproximación más certera, es preciso recapitular los antecedentes fácticos y norma-
tivos de dichas normas.

2.1.1. Antecedentes del convenio Nº 169 y marco constitucional y legal
Lamentablemente, durante muchos años, en distintos lugares del mundo, los Pueblos Indígenas y Tribales 
sufrieron marginación y no eran respetados sus derechos como todo ser humano, incluyendo sus culturas 
y valores. Para superar tal situación, el 27 de junio de 1989, en Ginebra, Suiza, se aprobó el Convenio 169 
de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes.

El Perú aprobó el Convenio 169 con Resolución Legislativa Nº 26253 del 05 de diciembre de 1993 y depo-
sitó el 2 de febrero de 1994 el Instrumento de Ratificación del 17 de enero del mismo año.

De conformidad con el Convenio 169, éste rige por el plazo de 10 años a partir de un año después de 
haberse depositado la ratificación, prorrogables de diez en diez años, salvo que en el último año de cada 
período de vigencia, el Estado lo denuncie.

En consecuencia, el Convenio 169 de la OIT rige para el Perú desde el 2 de febrero de 1995 hasta el 1° de 
febrero de 2005 y ha quedado renovado por otros 10 años hasta el 1° de febrero del 2015.

Este Convenio 169 tiene por objeto eliminar la situación de discriminación y desventaja que en distintos 
países sufrían los Pueblos Indígenas y Tribales y contiene diversas estipulaciones con el fin de revertir tal 
situación y equiparar la situación de los Pueblos Indígenas y Tribales a las de los demás integrantes de su 
respectivo país, respetando la identidad y cultura de dichos pueblos, así como las de los otros ciudadanos.

El artículo 89° de la Constitución Política del Perú12 se refiere a las Comunidades Campesinas y Nativas y 
establece que éstas tienen existencia legal y son personas jurídicas, autónomas en su organización, en el 
trabajo comunal y en el uso y la libre disposición de sus tierras, así como en lo económico y administrativo, 
dentro del marco que la ley establece. 

12. Artículo 89º: 
Las Comunidades Campesinas y las Nativas tienen existencia legal y son personas jurídicas.
Son autónomas en su organización, en el trabajo comunal y en el uso y la libre disposición de sus tierras, así como en lo económico 
y administrativo, dentro del marco que la ley establece. La propiedad de sus tierras es imprescriptible, salvo en el caso de abandono 
previsto en el artículo anterior.
El estado respeta la identidad cultural de las Comunidades Campesinas y Nativas. 
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La propiedad de sus tierras es imprescriptible, salvo en el caso de abandono previsto en el artículo 88º de 
la misma Constitución. Finalmente, determina que el Estado respeta la identidad cultural de las Comuni-
dades Campesinas y Nativas.

Lo señalado en el párrafo anterior es concordante con el inciso 1) del artículo 2° de la Constitución, que 
reconoce que toda persona y por lo tanto todo peruano, tiene los derechos fundamentales a la vida, a su 
identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar, siendo el concebido 
sujeto de derecho en todo cuanto le favorece.

Igualmente, es concordante con el inciso 2) del artículo 2º de nuestra Carta Magna, que reconoce a toda 
persona y por lo tanto a todo peruano, el derecho fundamental a la igualdad ante la ley, no pudiendo na-
die ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de 
cualquiera otra índole.

Lamentablemente, cuando se presenta una situación extrema, en la búsqueda de soluciones muchas ve-
ces se cae en la situación extrema contraria, con lo cual en lugar de solucionar los problemas, se crean 
otros, lo que, reactivamente, llevará nuevamente a otra situación pendular negativa.

De acuerdo con los artículos 89° y 2° incisos 1) y 2) de la Constitución antes citados, se deberá aplicar el 
Convenio 169, cuidando que a su vez no implique una situación de discriminación a los demás peruanos 
que no forman parte de los Pueblos Indígenas y Tribales.

Lo señalado es además concordante con la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución, que 
en relación a la interpretación de los derechos fundamentales establece que las normas relativas a los 
derechos y a las libertades que la Constitución reconoce, se interpretan de conformidad con la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por el Perú.

Es importante señalar, que el Convenio 169 establece en su artículo 34°13 que la naturaleza y el alcance 
de las medidas que se adopten para dar efecto al mismo Convenio, deberán determinarse con flexibilidad, 
teniendo en cuenta las condiciones propias de cada país.

Es decir, la aplicación del Convenio 169 no se efectúa de manera inflexible e igual para todos los países, 
sino adaptada a cada país y en el caso del Perú, respetando los derechos constitucionales de todos los 
peruanos, tanto de los integrantes de los Pueblos Indígenas y Tribales, como de quienes no lo sean.

Para los fines señalados, es importante tomar en cuenta lo establecido en los artículos 26° al 29°14 del 
Convenio 169 sobre la educación, pues los criterios que establece pueden aplicarse al regular el derecho a 
la consulta de los Pueblos Indígenas y Tribales, según se señala a continuación:

 13. Articulo 34:
La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad, 
teniendo en cuenta las condiciones propias de cada país.
 14. Artículo 26
Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos interesados la posibilidad de adquirir una educación a 
todos los niveles, por lo menos en pie de igualdad con el resto de la comunidad nacional.
Artículo 27
1. Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deberán desarrollarse y aplicarse en cooperación 
con éstos a fin de responder a sus necesidades particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas 
de valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.
2. La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos y su participación en la formulación y eje-
cución de programas de educación, con miras a transferir progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de 
esos programas, cuando haya lugar.
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 3. Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias instituciones y medios de educación, 
siempre que tales instituciones satisfagan las normas mínimas establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pue-
blos. Deberán facilitárseles recursos apropiados con tal fin.
Artículo 28
1. Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados a leer y a escribir en su propia lengua indígena o 
en la lengua que más comúnmente se hable en el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable, las autoridades competentes 
deberán celebrar consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas que permitan alcanzar este objetivo.
2. Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la oportunidad de llegar a dominar la lengua nacio-
nal o una de las lenguas oficiales del país.
3. Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los pueblos interesados y promover el desarrollo y la 
práctica de las mismas.
Artículo 29
Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser impartirles conocimientos generales y aptitudes que 
les ayuden a participar plenamente y en pie de igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.

•	 Deben adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos interesados la posibilidad 
de adquirir una educación a todos los niveles, por lo menos en pie de igualdad con el resto de la 
comunidad nacional.

•	 Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deben desarrollar-
se y aplicarse en cooperación con éstos a fin de responder a sus necesidades particulares, y deben 
abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores y todas sus demás aspira-
ciones sociales, económicas y culturales.

•	 La autoridad competente debe asegurar la formación de los miembros de estos pueblos y su partici-
pación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras a transferir progresiva-
mente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos programas, cuando haya lugar.

•	 Además, los gobiernos deben reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias instituciones 
y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las normas mínimas establecidas 
por la autoridad competente en consulta con esos pueblos. Deben facilitárseles recursos apropiados 
con tal fin.

•	 Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser impartirles conoci-
mientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en pie de igualdad en la vida 
de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.

•	 Este último objetivo es especialmente importante, pues permite resumir las normas del Convenio 
169, en el sentido de que su objetivo es impartir a los miembros de los Pueblos Indígenas y Tribales 
conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en pie de igualdad en 
la vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.

La ley de consulta previa a los pueblos indígenas u originarios
A fin de desarrollar el contenido de dicho Convenio 169 en nuestro ordenamiento, asimismo de las dispo-
siciones constitucionales antes indicadas, con fecha 31 de mayo de 2010 el Congreso de la República del 
Perú aprobó la “Ley del derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas u originarios reconocido en el 
convenio núm. 169 de la organización internacional del trabajo”. Dentro del contenido normativo de esta 
norma, debemos destacar los siguientes artículos, que son muestra fehaciente de la intención del legisla-
dor en la prevención de conflictividades sociales:

“Artículo 1°.- Objeto de la Ley
La presente ley desarrolla el contenido, los principios y el procedimiento del derecho a la consulta a los pueblos 
indígenas u originarios respecto a las medidas legislativas o administrativas que les afecten directamente.
La presente  ley se interpreta de conformidad con las obligaciones establecidas en el Convenio núm. 169  de 
la Organización Internacional del Trabajo, ratificado por el Estado peruano mediante la Resolución Legislativa 
núm. 26253.”
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Las siguientes preguntas servirán para facilitar el análisis en este aspecto: ¿las observaciones que realice el Poder Eje-
cutivo sobre una ley aprobada por el Congreso, sirven realmente para garantizar la plena adecuación de dicha norma 
al orden social, o responden más a intereses netamente políticos? ¿De las normas citadas a lo largo de este primer 
acápite,  se podría afirmar que se está garantizando realmente el derecho de las comunidades nativas a ser consulta-
das previamente a la promulgación de una norma o acto administrativo que afecte sus derechos? Y, finalmente, ¿se 
puede identificar alguna imprecisión u otra deficiencia en el texto de las normas citadas que pudiesen conllevar a una 
dificultad en su aplicación y crear un conflicto?

Hasta aquí, podemos concluir lo siguiente:
NECESIDAD DE INSTITUCIONALIZAR EL 

DIÁLOGO
Es necesario que en nuestro entorno, median-
te la promulgación de normas o la institucio-
nalización de una mesa de diálogo previa, el 
ejercicio del diálogo y de la negociación en la 
actuación del Estado y de los particulares, a 
fin de prevenir los conflictos sociales, de pro-
porcionar una solución adecuada a los mis-
mos o transformarlos positivamente.

2.1.2. Los documentos de política y convenios de organismos internacionales aplicables 
a los proyectos privados.

Los Convenios de Organismos Internacionales son normas cuyo articulado contiene disposiciones de al-
cance general, que requieren que cada Estado que ratifique tales convenios la adapte a su propio contexto 
jurídico-social. Y ello se llevará a cabo, precisamente, mediante la dación de leyes. No obstante ello, es 
preciso señalar que no es necesario que un Convenio Internacional requiera de una norma interna para ser 
aplicada, salvo la de su aprobación; dichos Convenios son autoaplicativos (el Tribunal Constitucional se ha 
pronunciado sobre esta materia en las sentencias Nº 05427-2009-TC y 0022-2009-TC). Asimismo, gran 
parte de los convenios internacionales ratificados por el Perú tendrán repercusiones, sin duda, sobre las 
distintas actividades de los particulares. 

Un ejemplo de ello es el Convenio Nº 87 de la OIT, mediante el cual se busca garantizar la libertad sindical 
de los trabajadores y, a través de ello, prevenir los conflictos sociales que se pudiesen generar en la esfera 
laboral. Así, en su artículo 2º dispone lo siguiente:

“Artículo 2º:
Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen el derecho de cons-
tituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola 
condición de observar los estatutos de las mismas”.

Este artículo está poniendo de manifiesto el derecho de todos los trabajadores –y empleadores- de consti-
tuir las organizaciones que consideren apropiadas, sin que requieran de autorización previa y sin distinción 
alguna, y de asociarse a las mismas. Así, este Convenio 87 será de estricta aplicación a los proyectos y 
empresas privadas, en tanto estas no podrán desconocer el derecho a libertad sindical de los trabajadores. 
Para enfatizar y garantizar el cumplimiento de sus disposiciones, el artículo 11º del mismo establece que: 

“Artículo 11º:
Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo para el cual esté en vigor el presente Convenio se 
obliga a adoptar todas las medidas necesarias y apropiadas para garantizar a los trabajadores y a los emplea-
dores el libre ejercicio del derecho de sindicación”.
(El resaltado es nuestro)

Por su parte, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo es una muestra fehaciente de 
la implicancia que tienen  estos convenios internacionales en los proyectos privados, como por ejemplo en 
los dedicados al sub-sector minería. 
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Asimismo, el Convenio 169 ha servido de fuente para la promulgación de distintas normas al interior de 
nuestro ordenamiento, aplicables directamente a la actividad económica de los particulares, tales como 
las siguientes:

2.1.3. El Decreto Supremo Nº  042-2003-EM 

“Artículo 1.- Del objeto.

Agréguese como literal i) del numeral 1) del artículo 17º del Reglamento de Procedimientos Mineros, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 018-92-EM, el siguiente texto:
Compromiso previo en forma de Declaración Jurada del peticionario, mediante el cual se compromete a:
3) Mantener un diálogo continuo y oportuno con las autoridades regionales y locales, la población del área 
de influencia de la operación minera y sus organismos representativos, alcanzándoles información sobre sus 
actividades mineras.
(…)”

Este primer dispositivo pone de manifiesto la necesidad de fomentar el diálogo y la negociación previa con 
las diferentes entidades y particulares que se podrían ver, de cierta manera, afectados por la actividad de 
la empresa minera. Siguiendo este orden de ideas, así es como se pretende evitar las conflictividades so-
ciales: afianzando un sistema de diálogo eficiente y con amparo legal.

2.1.4. El Reglamento de Participación Ciudadana en el sub-sector minero 

Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 028-2008-EM, que dispone lo siguiente:

“Artículo 1º.- Objeto y ámbito de aplicación
El presente reglamento tiene por objeto normar la participación responsable de toda persona, natural o jurídi-
ca, en forma individual o colectiva, en los procesos de definición, aplicación de medidas, acciones o toma de 
decisiones de la autoridad competente relativas al aprovechamiento sostenible de los recursos minerales en el 
territorio nacional.”

Asimismo, su artículo 3º establece que:

Artículo 3º.- De la participación ciudadana
La participación ciudadana es un proceso público, dinámico y flexible que, a través de la aplicación de variados 
mecanismos, tiene por finalidad poner a disposición de la población involucrada información oportuna y ade-
cuada respecto a las actividades mineras proyectadas o en ejecución: promover el diálogo y la construcción de 
consensos: conocer y canalizar las opiniones, puntos de vista, observaciones o aportes respecto de las activi-
dades mineras para la toma de decisiones de la autoridad competente en los procedimientos administrativos 
a su cargo
(…)”
(El resaltado es nuestro) 

Finalmente, en su artículo 4º también se desarrolla el derecho a la consulta contemplado en el Convenio 
169 de la OIT, de acuerdo al siguiente texto:

“Artículo 4º.- De la Consulta
El derecho a la consulta al que se hace referencia en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países independientes, se ejerce y se implementa en el sub-sector 
minero a través del proceso de participación ciudadana que regula el presente Reglamento. En tal sentido, los 
mecanismos de participación ciudadana a implementarse deberán efectuarse de buena fe y de una manera 
apropiada a las circunstancias, con la finalidad de conocer, vidades mineras para la toma de decisiones de la 
autoridad competente en los procedimientos administrativos a su cargo
(…)”
(El resaltado es nuestro) 

44



Universidad Continental - Escuela Postgrado

Marco Legal

Finalmente, en su artículo 4º también se desarrolla el derecho a la consulta contemplado en el Convenio 
169 de la OIT, de acuerdo al siguiente texto:

“Artículo 4º.- De la Consulta
El derecho a la consulta al que se hace referencia en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países independientes, se ejerce y se implementa en el sub-sector 
minero a través del proceso de participación ciudadana que regula el presente Reglamento. En tal sentido, los 
mecanismos de participación ciudadana a implementarse deberán efectuarse de buena fe y de una manera 
apropiada a las circunstancias, con la finalidad de conocer, con anterioridad al inicio y realización de la actividad 
minera, si los intereses de los pueblos indígenas o comunidades campesinas que habitan en el área de influen-
cia de las actividades mineras  son resguardadas y en qué medida.”
(El resaltado es nuestro)

A la luz de las normas traídas a colación, debe quedar evidenciado que los Convenios de Organismos In-
ternacionales pueden influir directamente en los proyectos privados. En el caso del Convenio 87 de la OIT 
se busca garantizar el derecho a libertad sindical de los trabajadores y empleadores, y en el caso del Con-
venio 169 también de la OIT, se busca fomentar el diálogo y la concertación, así como que se promulguen 
normas que busquen garantizar el cumplimiento de los compromisos sociales asumidos por los diferentes 
actores sociales.

2.1.5. En cuanto a los documentos de política

Actualmente ha revestido peculiar relevancia la Ley Nº 28056, Ley Marco del Presupuesto Participativo, 
cuya finalidad es recoger las aspiraciones y necesidades de la sociedad, para considerarlos en los presu-
puestos y promover su ejecución a través de programas y proyectos prioritarios, de modo que les permita 
alcanzar los objetivos estratégicos de desarrollo humano, integral y sostenible.  Asimismo optimizar el uso 
de los recursos a través de un adecuado control social en las acciones públicas15

Ello es un indicio muy fuerte de la preocupación del Estado en satisfacer las diferentes necesidades de la 
sociedad en función de una canalización óptima de los recursos económicos, logrando esto mediante la 
participación ciudadana.  Así, su artículo 1º establece lo siguiente:

“Artículo 1.- Definición
El proceso del presupuesto participativo es un mecanismo de asignación equitativa, racional, eficiente, eficaz 
y transparente de los recursos públicos, que fortalece las relaciones Estado - Sociedad Civil.  Para ello los go-
biernos regionales y gobiernos locales promueven el desarrollo de mecanismos y estrategias de participación 
en la programación de sus presupuestos, así como en la vigilancia y fiscalización de la gestión de los recursos 
públicos”.

Luego, su artículo 2º dispone que:
“Artículo 2.- Objeto
La Ley tiene por objeto establecer disposiciones que aseguren la efectiva participación de la sociedad civil en 
el proceso de programación participativa del presupuesto, el cual se desarrolla en armonía con los planes de 
desarrollo concertados de los gobiernos regionales y gobiernos locales, así como la fiscalización de la gestión.”

Ello nos conduce a afirmar que el Estado peruano está intentando prevenir conflictos sociales a través de 
la ejecución de un proceso de presupuesto participativo, en el cual es indispensable contar con la participa-
ción de la ciudadanía para que la asignación de recursos realmente atienda las necesidades más urgentes 
de la sociedad.

Por ello, concluimos en este extremo lo siguiente:

15. Según el artículo 3º de la misma.
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AVANCES EN LA NORMATIVA

Nuestra normativa actual está evidenciando una orientación a la 
preferencia del diálogo, la conciliación y la participación ciudada-
na a efectos de prevenir conflictividades sociales; pero esto es una 
toma de conciencia gradual y progresiva, que debe consolidarse con 
la creación de espacios de diálogo y concertación, así como formar 

líderes en la conducción de dichas controversias sociales.

2.1.6.	 Las políticas nacionales

Las políticas públicas, según su alcance, pueden ser nacionales, regionales o locales. En nuestro ordena-
miento jurídico, ha adquirido particular importancia el Decreto Supremo Nº 027-2007-PCM del 22 de mar-
zo de 2007, que define y establece las políticas nacionales de obligatorio cumplimiento para las Entidades 
del Gobierno Nacionales. Así, las políticas nacionales están definidas en el artículo 1º de la referida norma:

“Artículo 1º.- Definición de Políticas Nacionales
Se entiende por política nacional, toda norma que con ese nombre emite el Poder Ejecutivo en su calidad de 
ente rector, con el propósito de definir objetivos prioritarios, lineamientos y contenidos principales de política 
pública así como los estándares nacionales de cumplimiento y provisión que deben ser alcanzados para asegu-
rar una adecuada prestación de los servicios y el normal desarrollo de las actividades privadas.”

Este dispositivo establece cuáles son las políticas nacionales que cada uno de los sectores del Gobierno Na-
cionales debe asumir, específicamente en las siguientes materias: descentralización, igualdad de hombres 
y mujeres, juventud, en relación a los pueblos andinos y otras poblaciones étnicas, personas con discapa-
cidad, inclusión social, extensión tecnológica, Medio ambiente y competitividad, aumento de capacidades, 
empleo y MYPES, política administrativa y seguridad. Ello está contenido en su artículo 2º, que establece 
lo siguiente:

“Artículo 2º.- De las Políticas Nacionales
Además del cumplimiento de sus políticas y acciones sectoriales, constituyen Políticas Nacionales de obli-
gatorio cumplimiento para todos y cada uno de los Ministerios y demás entidades del Gobierno Nacional, las 
siguientes (…)”:

Cada una de dichos sectores representa problemáticas propias y de particulares características, por lo que 
resultaría muy amplio mostrarte en este acápite toda la normativa de cada materia. Nos centraremos, 
pues, en las más relevantes para efectos de esta unidad.

Sobre la igualdad del hombre y la mujer, esta norma establece las siguientes cuestiones: 

“2. EN MATERIA DE IGUALDAD DE HOMBRES Y MUJERES
2.1 Promover la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en las políticas públicas, planes naciona-
les y prácticas del Estado, así como en la contratación de servidores públicos y el acceso a los cargos directivos.
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2.2. Impulsar en la sociedad, en sus acciones y comunicaciones, la adopción de valores, prácticas, actitudes y 
comportamientos equitativos entre hombres y mujeres, para garantizar el derecho a la no discriminación de las 
mujeres y la erradicación de la violencia familiar y sexual.
2.3 Garantizar el ejercicio pleno de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de las mu-
jeres.
2.4 Promover el acceso de las mujeres a instancias de poder y toma de decisiones en la sociedad y en la admi-
nistración pública.
2.5 Atender prioritariamente a las familias en situación de extrema pobreza, pobreza o riesgo social, así como 
a las familias dirigidas por mujeres.

La supervisión del cumplimiento de estas políticas corresponde al Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social.”

También adquiere particular importancia su regulación en materia de apoyo a las poblaciones étnicas:

“4. EN RELACIÓN A LOS PUEBLOS ANDINOS, AMAZÓNICOS, AFROPERUANOS Y
ASIÁTICOPERUANOS 
4.1 Coadyuvar en la implementación de programas y proyectos de alcance nacional y de políticas sectoriales 
para el desarrollo integral de los Pueblos Andinos, Amazónicos, Afroperuanos y Asiáticoperuanos.
4.2 Coordinar con los Gobiernos Regionales y Locales las actividades de desarrollo integral de los Pueblos An-
dinos, Amazónicos, Afroperuanos y Asiaticoperuanos.
4.3 Concertar, articular y coordinar las acciones de apoyo, fomento, consulta popular, capacitación, asistencia 
técnica, y otros, de las entidades públicas y privadas, a favor de los Pueblos Andinos, Amazónicos, Afroperuanos 
y Asiaticoperuanos.
4.4 Coordinar con los Gobiernos Regionales las acciones pertinentes para la protección a la diversidad biológica 
peruana y los conocimientos colectivos de los Pueblos Andinos, Amazónicos, Afroperuanos y Asiaticoperuanos, 
en lo que concierne a cada uno de los
Sectores.
4.5 Asesorar a los Pueblos Andinos, Amazónicos, Afroperuanos y Asiaticoperuanos en las materias de su com-
petencia.

La supervisión del cumplimiento de estas políticas corresponde al Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social.”

Luego, en materia medioambiental: 

7. EN MATERIA DE EXTENSIÓN TECNOLÓGICA, MEDIO AMBIENTE Y COMPETITIVIDAD
 (…)
7.7 Apoyar las estrategias nacionales, regionales y locales de lucha contra la contaminación del medio ambien-
te.
7.8 Implementar las medidas de prevención de riesgos y daños ambientales que sean necesarias.
7.9 Promover el uso de tecnologías, métodos, procesos y prácticas de producción, comercialización y disposi-
ción final más limpias.
(…)”

Finalmente, en materia del aumento de capacidades sociales:

“8. EN RELACIÓN AL AUMENTO DE CAPACIDADES SOCIALES
8.1 Apoyar las estrategias nacionales, regionales y locales de lucha contra la pobreza y seguridad alimentaria 
así como los Planes Nacionales Sectoriales para ser articulados con los planes de desarrollo comunitario, local 
y regional.
8.2 Promover el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas con relación a las políticas, progra-
mas y servicios sociales.
8.3 Difundir en todas sus acciones y programas, los valores éticos de convivencia social tales como la honesti-
dad, la transparencia, la responsabilidad, la solidaridad, el respeto y la puntualidad.
8.4 Fomentar y apoyar los liderazgos que promuevan la cooperación y el trabajo intersectorial e interinstitucio-
nal. 
La supervisión del cumplimiento de estas políticas corresponde a la Presidencia del Consejo de Ministros en 
coordinación con el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social.”
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Es importante agregar que la norma bajo análisis ha servido de base para la promulgación de múltiples 
resoluciones ministeriales poniendo en ejecución los mandatos aquí contemplados.

El objeto de éste acápite es familiarizar al alumno directa y concretamente con las diferentes políticas 
públicas de alcance nacional cuya implementación reviste de urgente necesidad en la actualidad. Pero lo 
esencial en este nivel es comprender lo siguiente:

NORMAS DE POLÍTICAS NACIONALES

Dichas políticas públicas nacionales – de obligatorio cumpli-
miento – que promueve la norma bajo análisis, tienen como 
finalidad última la prevención de conflictos sociales mediante 
la satisfacción de las necesidades sociales en cada uno de los 
sectores del Gobierno Nacional, facilitando así el Desarrollo 

Sostenible del país.

2.1.7. Leyes, Decretos, Reglamentos y procesos para la Dación de Leyes.

En el desarrollo de la primera unidad de éste Módulo se ha desarrollado las diferentes características y 
atributos de ciertos tipos de normas, tales como las leyes, decretos legislativos y Reglamentos, así como se 
ha desarrollado el procedimiento para la promulgación de una norma.

En este nivel reviste de especial relevancia analizar las posibilidades que tiene cada una de estas normas 
para prevenir y/o normar la solución de un conflicto social, así como las ventajas de cada una para estos 
efectos.

Leyes
Las leyes requieren de procesos más largos para poder ser promulgadas. Ello podría resultar de mayor 
dificultad si lo que se pretende es implementar normativa de carácter inmediato en materia de solución de 
controversias, pero aún siguen siendo el instrumento normativo de mayor importancia.

Decretos Legislativos
Éste tipo de norma requiere de menos exigencias para poder ser promulgada y recae íntegramente en el 
Presidente de la República cuando el Congreso de la República haya optado por delegarle dicha facultad. 
Así, los Decretos Legislativos son de utilidad cuando se requiere de un cuerpo normativo con rango de ley 
para normar una determinada actividad de la sociedad, sin necesidad de atravesar el procedimiento regu-
lar vía Congreso.

Reglamentos
Por su facilidad para modificar sus disposiciones, los Reglamentos se adecuan con agilidad a las exigen-
cias de la sociedad en su determinado ámbito competencial. Ello podría conllevar a que, por su misma na-
turaleza dinámica y especializada, se presenten como aptos para normar el manejo de las conflictividades 
sociales que pudiesen surgir en sus distintos ámbitos. 

Procesos para la dación de leyes
Como ya has tenido oportunidad de revisar, para promulgar una ley es exigencia que se realice una expo-
sición de motivos. Es en este punto donde el debate y la sustentación de las diversas posturas enriquecen
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la norma bajo cuestión y se evalúa el impacto que dicha norma tendría en la realidad social: así, mediante 
estos procedimientos se evalúa la posibilidad de que la ley cumpla adecuadamente sus objetivos.

En síntesis, cada cuerpo normativo ofrece diferentes cualidades que le permiten adaptarse a los cambios 
sociales, asimismo a abordar de distinta manera el tema de los conflictos sociales.

2.1.8.	 Normatividad Medioambiental: Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente

El tema de la conservación del medio ambiente en el desarrollo de las actividades industriales y de pro-
ducción – el denominado desarrollo sostenible – está adquiriendo cada vez mayor atención de los poderes 
públicos, tanto nacionales como internacionales. El deterioro medioambiental, los cambios climáticos, la 
extinción de especies y muchas otras externalidades negativas producto de la actividad del hombre, son 
parte de la realidad que, de ninguna manera, puede dejar de ser observada por el Estado.

Debe tenerse en cuenta, que los informes mensuales de la Defensoría del Pueblo sobre los conflictos so-
ciales, muestran reiteradamente que una parte importante de éstos se debe a asuntos socio-ambientales.

Así, con la finalidad de dotar de regulación dicha materia, asimismo exigir a las industrias y demás agentes 
que contribuyen a la contaminación ambiental en nuestro medio determinadas conductas responsables 
con el medio ambiente, así como que éstos asuman diversos compromisos con la misma finalidad de re-
ducir sus índices de polución producto de sus actividades. 

Nuestra Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente, tiene aplicación a nivel nacional, por lo que contiene 
disposiciones generales y de amplio alcance. En el ámbito práctico, éstas normas se exigen y aplican 
con mucha mayor frecuencia al sector minero que a cualquier otro, ya que la minería es la actividad que, 
paradójicamente, brinda mayores ingresos a nuestro Estado, pero también genera los más graves daños 
medioambientales.

Esta Ley empieza haciendo alusión al derecho constitucionalmente consagrado a un ambiente saludable y 
equilibrado16, disponiendo lo siguiente:

“Artículo 1º.- Del objetivo
La presente Ley es la norma ordenadora del marco normativo legal para la gestión ambiental en el Perú. Esta-
blece los principios y normas básicas para asegurar el efectivo ejercicio del derecho a un ambiente saludable, 
equilibrado y adecuado para el pleno desarrollo de la vida, así como el cumplimiento del deber de contribuir a 
una efectiva gestión ambiental y de proteger el ambiente, así como sus componentes, con el objetivo de mejo-
rar la calidad de vida de la población y lograr el desarrollo sostenible del país”

Este artículo es bastante descriptivo y define claramente el objeto de dicha Ley, así como hace referencia 
a un deber de contribución a una efectiva gestión ambiental y de protección del medio ambiente. ¿Qué es, 
pues, la gestión ambiental? La misma Ley brinda una definición bastante útil de la misma, en el numeral 
13.1 de su artículo 13º:

“Artículo 13º.- Del concepto
13.1 La gestión ambiental es un proceso permanente y continuo, constituido por el conjunto estructurado de 
principios, normas técnicas, procesos y actividades, orientado a administrar los intereses, expectativas y recur-

16. Artículo 2º inciso 22 de la Constitución:
Toda persona tiene derecho:
22. A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a gozar en un ambiente equilibrado y adecuado al 
desarrollo de su vida.
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sos relaciones con los objetivos de la política ambiental y alcanzar así, una mejor calidad de vida y el desarrollo 
integral de la población, el desarrollo de las actividades económicas y la conservación del patrimonio ambiental 
y natural del país.”

La gestión ambiental, de acuerdo al texto citado, se entiende como una responsabilidad que todos los 
ciudadanos debemos asumir, y como tal, su incumplimiento puede derivar en la generación de un conflicto 
social. Y basta con mirar nuestra realidad: ¿cuántas compañías mineras han tenido conflictos con sectores 
poblacionales por contaminar sus propiedades? ¿Cuántas compañías mineras han tenido problemas con el 
Estado peruano por incumplir sus obligaciones de cuidado del medio ambiente? Sin duda, que un número 
importante de ellas. 

¿Esta Ley nos ofrece algún dispositivo que oriente la solución de conflictos sociales derivado del 
incumplimiento de sus normas?
Lamentablemente, la Ley solo se pronuncia sobre esta materia de manera superficial. Ella contiene dispo-
siciones de carácter general, como lo establecido en su artículo 46º, que dispone lo siguiente:

“Artículo 46º.- De la participación ciudadana
Toda persona natural o jurídica, en forma individual o colectiva, puede presentar opiniones, posiciones, puntos 
de vista, observaciones u aportes en los procesos de toma de decisiones de la gestión ambiental y en las polí-
ticas y acciones que incidan sobre ella, así como en su posterior ejecución, seguimiento y control. El derecho a 
la participación ciudadana se ejerce en forma responsable”

Asimismo, su artículo 151º, que indica que:

“Artículo 151º.- De los medios de resolución y gestión de conflictos
Es deber del Estado fomentar el conocimiento y  uso de los medios de resolución y gestión de conflictos am-
bientales, como el arbitraje, la conciliación, mediación, concertación, mesas de concertación, facilitación, entre 
otras, promoviendo la transmisión de conocimientos, el desarrollo de habilidades y destrezas y la formación de 
valores democráticos y de paz. (…)”  

Un análisis superficial podría conducir a la errada conclusión de que, a través de estos artículos, la Ley está 
estableciendo los mecanismos y procedimientos a seguir para la solución de conflictividades sociales. Pero 
ello no es cierto:

La norma solo está disponiendo de un deber del Estado de fomentar és-
tos mecanismos de resolución de controversias derivadas de la respon-
sabilidad medioambiental, pero no está estableciendo de manera ade-
cuada e imperativa las diferentes formas en que debiesen conducirse la 

solución de conflictos.

En conclusión, la Ley General del Medioambiente pretende cumplir su objetivo de garantizar el derecho 
constitucional a un ambiente saludable y equilibrado, pero no dispone los mecanismos de solución de 
controversias sociales de manera detallada y adecuada, sino hace referencia únicamente a un deber del 
Estado de promover dichos métodos.

Pero, visto desde una perspectiva más lejana, lo que ésta Ley está poniendo de manifiesto, especialmente 
en su artículo 151º, es la importancia que tienen las destrezas sociales y la creación de espacios para el 
diálogo en la solución de conflictividades sociales, al punto tal que la cataloga como un deber del Estado 
el fomentar dichos mecanismos.
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2.1.9.	 Notas finales y reflexión

Nuestra legislación en materia de solución de conflictos sociales tiene aún mucho por desarrollar, no so-
lamente a nivel normativo, sino que carecemos de mecanismos más eficientes y adaptados a nuestra 
realidad, tales como el diálogo y la concertación. No obstante ello, no puede negarse la reciente tenden-
cia del Estado peruano en fomentar la concertación y el diálogo a efectos de prevenir conflictos sociales.

Así, a modo de reflexión, es preciso que el alumno evalúe qué podría resultar más efectivo en 
la prevención de conflictos sociales, si es necesario contar con normas legales más desarrolla-
das en estas materias, o si se debe dejar un espacio más amplio para la conversación, para el inter-
cambio de ideas y de intereses de los distintos sectores sociales, y para la adopción de acuerdos.

El ejemplo de la ley del derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas es una muestra fehacien-
te de la importancia que está adquiriendo, cada vez mayor, la intención de institucionalizar un elemen-
to tan esencial para la convivencia pacífica de la sociedad como es el diálogo. Es indispensable que 
los nuevos líderes en el manejo de conflictividades sociales reconozcan la importancia del diálogo y la 
conciliación para poder prevenir y/o solucionar las diversas controversias sociales que pudiesen surgir.

También se debe analizar el impacto social que puede acarrear contar con políticas que fomen-
ten la creación de mesas de diálogo, de normas que obliguen a los actores sociales – Estado y parti-
culares – a negociar sobre la satisfacción de sus intereses y de la salvaguarda de los derechos 
fundamentales de cada uno, que es finalmente lo que se debe buscar en un Estado de Derecho.

Ahora bien, ¿éstas medidas serían suficientes para prevenir cualquier eventual conflicto social o trans-
formarlo positivamente? ¿O nuestra realidad social es tan desigual y subdesarrollada que el surgi-
miento de controversias sociales sería inevitable, a pesar de contar con una regulación adecuada?
Ello deberá ser sometido a una profunda reflexión.

Finalmente, el siguiente cuadro facilitará la comprensión de las normas analizadas:

RESUMEN DE NORMAS NACIONALES E INTERNACIONAL ESTUDIADAS

Norma Características
Convenio 169 Norma de derecho internacional que busca salvaguardar los derechos a las 

comunidades nativas, entre ellos el derecho a ser consultados previamente a 
intervenir en sus derechos sobre sus tierras.

Ley del Derecho a 
la Consulta

Norma nacional que desarrolla el contenido del Convenio 169.
Pretende imponer el deber del Estado a consultar previamente a las comunida-
des nativas antes de ejercer cualquier acción que pudiese colisionar con sus 
derechos.

Decreto Supremo 
Nº 027-2007-PCM

Impone a los diferentes sectores de la Administración Pública los ámbitos que 
deben cubrir con políticas de alcance nacional, a fin de salvaguardar el bienestar 
social en sus diversas acepciones.

Reglamento de 
participación 
ciudadana en el 
sub-sector minero

Desarrolla los alcances del Convenio 169.
Promueve el diálogo y la concertación entre las empresas mineras y los sectores 
poblacionales que se pudiesen ver afectados por sus actividades, a fin de preve-
nir conflictos sociales.

Ley General del 
Ambiente

Responde al contenido del Convenio 169
Ha adquirido especial relevancia en los últimos años por la conciencia interna-
cional de cuidado medioambiental.
No establece mecanismos concretos e idóneos para la conducción y solución de 
conflictos, únicamente habla del deber de promoción, por parte del Estado, del 
diálogo y la participación ciudadana.
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2.2. SOLUCIÓN DE CONFLICTOS SOCIALES

2.2.1. La normativa actual en materia de solución de conflictos sociales

Pretender traer a colación todas las normas actuales y vigentes en materia de solución de conflictos so-
ciales, en todos sus distintos ámbitos y sectores aplicativos, resultaría sumamente extenso e innecesario. 
Las normas que te hemos presentado en el desarrollo del tema 1 han adquirido particular relevancia en 
los últimos años – caso Bagua, por ejemplo – y han sido determinantes al momento de aproximarse a una 
solución.

Ahora bien, precisamente por la pluralidad de ámbitos en los que se pueden originar conflictividades so-
ciales y con la intención de generar un órgano centralizado para el manejo de dichos conflictos sociales, 
la Presidencia del Consejo de Ministros ha promulgado recientemente  el Decreto Supremo Nº 010-2010-
PCM, que dispone lo siguiente:

“Artículo 3º.- Incorporación del Capítulo III: De la Oficina de Gestión de Conflictos Sociales en el Título VII: De 
los Órganos Técnicos Especializados e Incorporación de los artículos 50.A y 50.B al Reglamento de Organi-
zación y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros creando la Oficina de Gestión de Conflictos 
Sociales (…)”
(El resaltado es nuestro)

Así, esta norma crea la importante Oficina de Gestión de Conflictos Sociales, cuya finalidad es, esencial-
mente, el manejo y solución efectiva y eficiente de los conflictos sociales, incorporando los artículos 50.A y 
50.B al Reglamento de Organización y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros, que  disponen 
lo siguiente:   

“Artículo 50.A.- De la Oficina de Gestión de Conflictos Sociales.
 La Oficina de Gestión de Conflictos Sociales es el órgano especializado que depende del Presidente del Consejo 
de Ministros, encargado de dirigir el proceso de gestión de conflictos sociales en todos los niveles de gobierno y 
en el ámbito del territorio nacional, así como de evaluar los resultados de dicha gestión de conflictos sociales”
(El resaltado es nuestro)

“Artículo 50.B.- De las funciones.
Son funciones de la Oficina de Gestión de Conflictos Sociales:
50.B.1 Diseñar, formular y proponer lineamientos y estrategias para realizar acciones de prevención, gestión 
y resolución de conflictos sociales en los tres niveles de gobierno; 50.B.2 Diseñar, implementar y conducir los 
mecanismos de gestión de información para los conflictos sociales, a nivel nacional; 
50.B.3 Diseñar e implementar programas de fortalecimiento de capacidades en materia de prevención, gestión 
y resolución de conflictos sociales, dirigido a los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y Sectores del Poder 
Ejecutivo, coordinando con las áreas competentes para su implementación;
50.B.4 Propiciar la participación de instancias de concertación de la sociedad civil para la gestión de conflictos 
sociales;
50.B.5 Establecer una red de comunicación conformada por líderes de opinión regionales y locales comprome-
tidos con la gobernabilidad democrática;
50.B.6 Realizar investigaciones y estudios específicos que apoye las mejores decisiones en prevención y gestión 
de conflictos sociales;
50.B.7 Asesorar a la Alta Dirección en temas de mediación y concertación, así como recomendar los supuestos y 
formas de intervención de la Presidencia del Consejo de Ministros;

17. Esta norma ha sido publicada en el diario oficial “El Peruano” el 19 de enero de 2010
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50.B.8 Diseñar y proponer mecanismos de coordinación y articulación con las Entidades Públicas, en todos los 
niveles de Gobierno, así como con los actores de la sociedad civil que se requieran, a efectos de prevenir o resol-
ver conflictos sociales.
50.B.9 Otras funciones que le sean encomendadas por el Presidente del Consejo de Ministros.”

¿Es suficiente la creación de la Oficina de Gestión de Conflcitos Sociales, o qué medidas comple-
mentarias se requeriría dictar?
Es importante la creación de dicha oficina, ya que por la misma naturaleza multisectorial pertenece a la 
Presidencia del Consejo de Ministros. Un beneficio adicional es que sus labores tienen carácter permanente, 
por lo que el manejo de un conflicto social de un determinado sector no tendría que verse suspendido y/o 
alterado por deficiencias internas de la Entidad competente.

Por otro lado, también será muy importante que se constituyan oficinas de gestión y solución de conflictos 
sociales en cada una de las Entidades Públicas competentes. En otros términos, que la gestión de conflictos 
sociales se descentralice y especialice.

Para ello, será necesario que todas esas oficinas cuenten con líderes en la conducción de conflictos sociales, 
gente con capacidad mediar y concertar.

También se debe traer a colación la Ley Orgánica de Municipalidades en lo que respecta a la solución de 
conflictos en el marco de sus competencias. Así, esta ley crea al interior de los gobiernos locales, los denomi-
nadas “Consejos de Coordinación Local, detallados en el artículo 102º de la misma, que dispone lo siguiente:

“Artículo 102º: Organización y composición.
 El Consejo de Coordinación Local Distrital es un órgano de coordinación y concertación de las Municipalidades 
Distritales. Está integrado por el Alcalde Distrital que lo preside, pudiendo delegar tal función en el Teniente Al-
calde, y los regidores distritales; por los Alcaldes de Centros Poblados de la respectiva jurisdicción distrital y por 
los representantes
de las organizaciones sociales de base, comunidades campesinas y nativas, asociaciones, organizaciones de 
productores, gremios empresariales, juntas vecinales y cualquier otra forma de organización de nivel distrital, con 
las funciones y atribuciones que le señala la
presente Ley.
(…)”

Estos órganos cumplen funciones análogas a la Oficina de Gestión de Conflictos Sociales, solo que a un nivel 
más restringido y atendiendo a los intereses de los mismos pobladores de sus localidades. Luego, el artículo 
104º de la misma ley establece sus funciones, que son las siguientes:

“Artículo 104°.- funciones
Corresponde al Consejo de Coordinación Local Distrital: 
1. Coordinar y concertar el Plan de Desarrollo Municipal Distrital
Concertado y el Presupuesto Participativo Distrital.
2. Proponer la elaboración de proyectos de inversión y de servicios
públicos locales.
3. Proponer convenios de cooperación distrital para la prestación de
servicios públicos.
4. Promover la formación de Fondos de Inversión como estímulo a la
inversión privada en apoyo del desarrollo económico local sostenible.
5. Otras que le encargue o solicite el Concejo Municipal Distrital.”

Este artículo pone en evidencia que la función esencial que debe ejercer este órgano es, en resumidas cuentas, procurar 
que el desarrollo de un regimen de gobierno local se desarrolle en armonía con los pobladores –desarrollo coordinado- y 
siempre teniendo un espacio para la concertación en caso de desavenencias. No pretendemos dar una crítica positiva 
ni negativa a la creación de estos organismos, pero lo que sí es fundamental destacar es que nuestro ordenamiento va 
mostrando una tendencia a la prevención de conflictos sociales mediante la concertación directa y previa entre los acto-
res sociales que podían ver sus intereses afectados.
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Finalmente, el siguiente cuadro comparativo facilitará la comprensión del alumno:

OGCCSS Y CONSEJOS DE COORDINACIÓN

Oficina de Gestión de Conflictos Sociales Consejo de Coordinación local distrital
Ambas buscan prevenir conflictos sociales mediante una concertación y diálogo pre-

vio con los distintos actores sociales
Ejercen un rol importante como mediadores en un conflicto social donde está invo-

lucrada la ciudadanía.
Se crea al interior de la Presidencia del 

Consejo de Ministros
Se crea dentro de cada gobierno local.

Tiene la naturaleza multisectorial, centa-
lizada y de alcance nacional.

Sus competencias se limitan a su ámbito 
local.

Ejerce un control superior ya puede in-
tervenir en todos los niveles de gobierno.

Únicamente puede ejercer control en su 
nivel de gobierno local y nunca uno su-

perior.

2.2.2. Los mecanismos idóneos

A lo largo del desarrollo de éste Modulo, tanto en la unidad 1 como en esta unidad, se han desarrollado 
diferentes alternativas de manejo y solución de conflictos sociales, dentro de las que debemos destacar 
las siguientes:

El mecanismo legislativo para el manejo de solución de conflictos
Este mecanismo propone a la técnica legislativa como el vehículo idóneo para canalizar las necesidades en 
materia de solución de conflictos. Así, éste método pretende que, a través de la promulgación de diferentes 
cuerpos normativos, se establezcan los procedimientos necesarios para conducir una determinada contro-
versia social a una solución pacífica y permanente y crear las habilidades y destrezas sociales para tal fin.

Las normas muchas veces no son lo suficiente claras ni orgánicas como para poder regular de manera ade-
cuada sus materias. O lo que es peor, muchas veces las normas sectoriales y/o especiales omiten regular  
estos aspectos, dando lugar a la incertidumbre sobre cómo dilucidar dicha conflictividad. Así, las opciones 
que tendrá el afectado para salvaguardar sus derechos, se restringirán a acudir al Poder Judicial a iniciar 
un largo y costoso proceso contencioso, que pudiese tardar muchos años en resolverse.

LEYES OPORTUNAS, PERTINENTES 
Y ADECUADAS

La dación oportuna de leyes pertinentes 
y adecuadasy otras normas claras, es im-
portante para establecer mecanismos de 
prevención y transformación positiva de 

conflictos.
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Las destrezas y habilidad sociales en el manejo de conflictos
Este mecanismo se enfoca en las cualidades personales de los sujetos que estarán a cargo del manejo de 
la conflictividad. Así, en función de este método, lo determinante para la solución efectiva de una contro-
versia social serán las aptitudes y habilidades propias de los sujetos involucrados (o de los mediadores, de 
ser el caso), tales como la capacidad para entrar en negociaciones y concertaciones, así como la responsa-
bilidad para asumir compromisos sociales y cumplirlos.

Estas habilidades y destrezas se van perfeccionando mediante la experiencia (por ejemplo, haber estado 
involucrado en un determinado conflicto social), la adquisición de conocimientos y, principalmente, el desa-
rrollo personal en valores y concientización social.

La creación de órganos públicos especializados en la gestión de conflictos sociales
Pretende generar órganos especializados en la gestión de controversias sociales, dotándolos de facultades 
y atribuciones de origen normativo para que lleven a cabo legítimamente dichas funciones.

Es importante complementar el órgano multisectorial especializado en esta materia – la Oficina de Gestión 
de Conflictos Sociales-, y crear diferentes órganos de gestión de conflictos sociales al interior de cada una 
de las Entidades Públicas, para que, dentro del marco de sus competencias, se encarguen del manejo de 
la controversia que surja dentro de dicho marco competencial y puedan actuar preventivamente con mayor 
eficiencia.

No es objeto del presente acápite establecer cuál es el mecanismo más apropiado, sino únicamente pre-
sentar este abanico de posibilidades para que el alumno ejercite sus habilidades y estrategias sociales y 
sostenga, con argumentos válidos y consistentes, cuál de éstos mecanismos ofrece más ventajas en el 
manejo de un conflicto específico.
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El congreso como centro de encuentro de los peruanos

Se debe crear un espacio de diálogo al interior del Congreso, el cual  debe ser el lugar natural de 
encuentro de los peruanos y debe sentar a todos los grupos de interés para que compartan visiones 
y a partir de allí consensúen sobre los asuntos materia de las leyes. Ello devendría en un excelente 
trabajo de integración intercultural que ayudaría a prevenir y resolver todo tipo de  conflictos sociales, 
y permitiría que no recaiga únicamente en el Poder Ejecutivo la labor de prevención y solución posi-

tiva de conflictos sociales.

Reto de cada alumno de mejorar la normatividad para prevenir conflictos o transformarlos 
positivamente

Es importante reiterar y enfatizar, que muchas leyes impulsan cambios o políticas que 
generan cambios positivos en el sistema e instituciones y eso ayuda a prevenir conflictos 
o a manejarlos más adecuadamente, aunque otras no tanto, que por el contario crean 
situaciones de conflicto.
En ese sentido, el reto de cada alumno es poner en evidencia las normas legales que 
crean conflictos y a base de lo aprendido en este diplomado y en especial en este módulo, 
recomendar los términos de su modificación presentando un texto sustitutorio o pedir su 
derogación.
En virtud del diálogo y la concertación, se genera la legitimidad de los actores sociales para 
poder intervenir eficientemente en el manejo de las controversias sociales. Dicha legitimi-
dad difiere de la legalidad en tanto esta última proviene de una fuente legal, mientras que 
la legitimidad proviene de una aceptación social, por lo que resulta más eficiente la legiti-
midad de los sujetos líderes en el manejo de conflictos sociales a efectos de conducirlos y 
solucionarlos de manera positiva.

2.3. Recapitulación del Módulo y Balance general

2.3.1. Breve recapitulación de los contenidos del Módulo y Balance General de las Com-
petencias adquiridas

El objeto del presente Módulo ha sido desarrollar las principales normas actuales en nuestro ordenamiento 
jurídico para la gestión y prevención de conflictos sociales. Así, primero se ha tratado las principales fun-
ciones de la Constitución, los diferentes tipos de normas que existen en nuestro ordenamiento, cuál es la 
estructura jerárquica de nuestra normativa, cómo se debe enfrentar una norma, qué relación existe entre 
la normativa y la gestión de conflictos sociales; posteriormente hemos mostrado a profundidad normas 
que en los últimos años han sido materia de discusión y arduo debate y que, inclusive, han conllevado a la 
generación de conflictividades sociales de gran magnitud (principalmente el caso Bagua a la luz del Con-
venio 169 de la OIT y del cumplimiento de la Ley del Derecho a la Consulta de las comunidades nativas); y, 
finalmente, hemos logrado mostrar una lista de posibilidades para encarar un conflicto social para que el 
alumno, ahora que ha analizado las normas imperantes en nuestro medio, pueda aproximarse a brindar 
una solución adecuada a los conflictos sociales que se presenten en nuestro medio.

No ha sido materia de este Módulo mostrarte a todas las normas existentes en materia de solución de 
conflictos en todos los ámbitos de nuestra realidad de manera panorámica y poco profunda, sino solo las 
normas más importantes sobre ello y que han sido sumamente relevantes en los últimos años y abordán-
dolas con mayor profundidad. Por ello, las dos conclusiones esenciales del desarrollo del Módulo son las 

siguientes:
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Luego de haber concluido éste Módulo, el alumno debe hallarse en capacidad para poder idear una pro-
puesta de norma (no necesariamente una ley) en materia de solución de controversias sociales, norma 
que se circunscriba al tenor de la Constitución, que esté debidamente motivada, y que establezca el proce-
dimiento que se considere adecuado para canalizar y conducir la solución a dicha conflictividad. 
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2.4. Trabajo grupal

Cada Grupo presenta la propuesta de norma (cualquiera sea su nivel) que consideren pertinente en mate-
ria de prevención y transformación positiva de conflictos sociales, generada por el debate realizado por en 
Grupo en el Foro de la Unidad 1.

EL TRABAJO GRUPAL SERÁ EN MÁXIMO 4 PÁGINAS A-4 EN LETRA ARIAL 12, ESPACIO SIMPLE.

Indicadores de evaluación del trabajo grupal (final)

Actividad Aspecto Indicador
de evaluación

Puntaje

Trabajo grupal final Participación, ma-
nejo de conceptos 
y propuestas

Exposición de mo-
tivos adecuada

10

Propuesta de 
norma

10

Puntaje 20
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2.5. Bibliografía obligatoria

Se utilizarán en los trabajos y en el examen final

•	 SERVINDI. Interculturalidad: Desafío y Proceso en Construcción, Manual de Capacitación, 2005. Ca-
pítulo 5: Interculturalidad y Legislación (Internacional, Nacional y de Pueblos Indígenas; pgs.) Versión 
digital en PVC Plataforma Virtual Continental.

•	 MIRANDA AROSEMENA, Guillermo. Proyecto De Ley General De Institucionalización De Las Relacio-
nes Ciudadanas Con El Sector Público. Nuestra propuesta para institucionalizar el diálogo.

•	 MIRANDA AROSEMENA, Guillermo. Propuesta De Ley Marco Del Derecho A La Consulta De Los Pue-
blos Indígenas Y Los Pueblos Tribales.

2.6. Bibliografía recomendada

Los siguientes textos, doctrinales y legales, han servido de base para la elaboración del presente Módulo, 
y los cuales serán de utilidad para profundizar en los temas vistos. Asimismo, el alumno podrá encontrar-
los en la plataforma virtual del curso para tener acceso directo a la totalidad del contenido de las normas 
analizadas.

•	 Convenio 87 de la OIT
•	 Convenio 169 de la OIT
•	 Decreto Supremo Nº 027-2007-PCM
•	 Decreto Supremo Nº  042-2003-EM
•	 Decreto Supremo Nº 028-2008-EM
•	 Ley General del Medio Ambiente
•	 Ley Marco del Presupuesto Participativo
•	 MIRANDA AROSEMENA, Guillermo. Nuestra propuesta para institucionalizar el diálogo.
•	 SERVINDI. Interculturalidad: Desafío y Proceso en Construcción, Manual de Capacitación, 2005. 

Capítulo 5: Interculturalidad y Legislación (Internacional, Nacional y de Pueblos Indígenas; pgs.) 
Versión digital en PVC Plataforma Virtual Continental

•	 OIT. La Aplicación del Convenio Núm. 169 por Tribunales Nacionales e Internacionales en América 
Latina – Una compilación de casos. Versión digital en PVC Plataforma Virtual Continental.

•	 OIT. Los Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales en la Práctica – Una Guía sobre el Convenio 
Núm. 169 de la OIT. Versión digital en PVC Plataforma Virtual Continental.  

Jurisprudencia:
•	 Sentencia Nº 05427-2009-TC
•	 Sentencia Nº 0022-2009-TC

Enlaces web:
•	 www.congreso.gob.pe (Congreso de la República)
•	 www.pcm.gob.pe (Presidencia del Consejo de Ministros)
•	 www.minam.gob.pe (Ministerio del Ambiente)
•	 www.mem.gob.pe (Ministerio de Energía y Minas)
•	 www.tc.gob.pe (Tribunal Constitucional)
•	 www.defensoría.gob.pe (Defensoría del Pueblo)
•	 http://www.rree.gob.pe/portal/archivos.nsf/CE380461D66F6D0205256D490080F2AE/98B6EE

460F897A89052576A30060999E?OpenDocument  (o ingresar a www.rree.gob.pe, hacer clic en 
política externa, y luego en tratados)

•	 www.oit.org.pe (OIT - Organización Internacional del Trabajo, Oficina Regional para América Latina 
y el Caribe)
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2.7. AUTOEVALUACIÓN UNIDAD 2

1. Respecto a Tratado Internacionales, sobre el Convenio 169 de la OIT, señale si las siguientes afirmacio-
nes son verdaderas (V) o falsas (F)

(i)	 El objetivo del Convenio 169 es impartir a los miembros de los Pueblos Indígenas y Tribales cono
               cimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en pie de igualdad en la 
              vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.
(ii)	 Un Tratado Internacional también puede ser materia de desarrollo mediante leyes dentro de un                   
	 ordenamiento jurídico. La Ley de Consulta previa a los pueblos indígenas es una muestra 
	 fehaciente de ello.
(iii)	 Las observaciones formuladas por el poder ejecutivo siempre deben ser acatadas por el Congreso.
(iv)	 Es importante establecer una mesa de diálogo previo y de negociación en la actuación del Estado 	
	 y de los particulares, a fin de prevenir los conflictos sociales o, de ser el caso, encontrar una solu	
	 ción adecuada a los mismos, o transformarlos positivamente.
(v)	 La Consulta solo debería aplicarse a situaciones en las que hay Pueblos Indígenas y Tribales.

2. Relacione los siguientes conceptos respecto a las políticas nacionales contenidas en el Decreto Supremo 
Nº 027-2007-PCM.

(A) Igualdad de hombres y mujeres (A1) Implementar las medidas de prevención 
de riesgos y daños ambientales que sean 
necesarias.

(B) Pueblos Andinos, Amazónicos, Afroperua-
nos

(B1) Garantizar el ejercicio pleno de los dere-
chos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales de las mujeres.

(C) Extensión Tecnológica, Medio Ambiente (C1) Apoyar las estrategias nacionales, regio-
nales y locales de lucha contra la pobreza y 
seguridad alimentaria.

(D) Aumento de Capacidades Sociales (D1) Garantizar la Transparencia y la Rendición 
de Cuentas y promover la Ética Pública en sus 
acciones y comunicaciones.

(E) En Anticorrupción (E1) Coadyuvar en la implementación de pro-
gramas y proyectos de alcance nacional y de 
políticas sectoriales.

3. Complete el espacio en blanco con la palabra correcta. 

i. La Oficina de Gestión de Conflictos Sociales – OGCS tiene aámbito de función______
(A) Nacional			   (B) Regional.

ii. Por su naturaleza ______la OGCS pertenece a la Presidencia del Consejo de Ministros.
(A) Multisectorial		  (B) Especializada

iii. Las labores de la OGCS tiene carácter______
(A) Transitorio			   (B) Permanente

iv. Es importante que la gestión de conflictos sociales se ______y especialice.
(A) Descentralice		  (B) Concentre

v. La gestión de los conflictos debe hacerse_______
(A) Desde arriba a la base	 (B) Desde la base hacia arriba
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4. Respecto a los mecanismos idóneos para el manejo de conflictos sociales señale si las siguientes afir-
maciones son verdaderas (V) o falsas (F)

(i)	  El mecanismo legislativo es el mejor para el manejo de conflictos sociales.
(ii)	  La dación oportuna de leyes pertinentes y adecuadas y otras normas claras, es importante para 
               establecer mecanismos de prevención y transformación positiva de conflictos.
(iii)	  En función del método de las habilidades y destrezas sociales, lo determinante para la solución 
               efectiva de una controversia social serán las aptitudes y habilidades propias de los sujetos involu 
               crados.
(iv)	  El mecanismo que pretende crear distintos órganos de gestión de conflictos al interior de las 
               diversas entidades públicas solo requiere de funcionarios con autoridad y habilidad suficiente 
               para poner orden.
(v)	  El buen uso de las herramientas de gestión de los conflictos es suficiente para su prevención y      
               transformación.

5. Señale si es verdadero o falso.

(i)	  La responsabilidad de prevención de conflictos es únicamente del Poder Ejecutivo y de ningún    
               otro Poder del Estado.
(ii)	  Los Gobiernos Regionales y Locales deben tener responsabilidad en la gestión de conflictos cuan
               do el Gobierno Nacional estime pertinente delegarle facultades.
(iii)	  No es suficiente que el Congreso reciba opinión escrita de los grupos de interés hacer buena y 
               concordadas leyes; el Congreso debe ser el lugar natural del encuentro de los peruanos, para la 
               formación de las leyes consensuadas.
(iv)	  Los reglamentos que dicte el Poder Ejecutivo deben trabajarse desde el campo de acción y no 
               solo desde el escritorio.
(v)	  La legalidad es más importante que la legitimidad.


